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Sobre: 
Cobro de dinero y 
ejecución de hipoteca. 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la 

Jueza Domínguez Irizarry y la Jueza Romero García. 
 
Jiménez Velázquez, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

La parte recurrida Cofresí Real Estate Inc., presentó el 22 de 

julio de 2016, este recurso de certiorari, mediante el cual procura 

que revisemos y revoquemos la Orden del 24 de junio de 2016, que 

denegó la reconsideración para que pudiera presentar en juicio un 

informe pericial a fin de probar ciertos vicios de construcción. 

Tras examinar el recurso y los escritos que lo acompañan, 

expedimos el recurso y revocamos la aludida Orden, al amparo de 

la Regla 52.1 de las de Procedimiento Civil, ya que la revisión de 

dicha sanción está cobijada por dicha regla procesal y para evitar 

un fracaso de la justicia. 

A esta fecha, la parte recurrida, Carmelita Agosto Acosta, no 

ha comparecido para oponerse a los reclamos de la peticionaria. La 

Regla 37 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones establece un 

término de diez (10) días, desde la notificación del recurso, para 

presentar su memorando en oposición a la expedición del mismo. 

La parte peticionaria nos acreditó que notificó el recurso a la otra 
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parte, por conducto de su representante legal ante el Tribunal de 

Primera Instancia, el 22 de julio de 2016, mediante el correo 

certificado con acuse de recibo. Por lo tanto, ante la 

incomparecencia de la parte recurrida y transcurrido en exceso del 

plazo de los diez (10) días, resolvemos expedir el certiorari y revocar 

la orden recurrida. 

I 

 El planteamiento de la peticionaria se dilucida en el contexto 

de una causa de acción de cobro de dinero y ejecución de hipoteca, 

instada por la señora Carmelita Agosto Acosta (Agosto) contra 

Cofresí Real Estate, Inc.  

 Conforme la demanda, la parte demandada Cofresí Real 

Estate, Inc. (Cofresí Real Estate), representada por su Presidente 

Alejandro Cofresí Bobé, suscribió un Pagaré al portador por la 

cantidad de trescientos cincuenta mil dólares ($350,000), con 

intereses a razón del ocho por ciento (8%) anual, y vencedero a la 

presentación. Dicha acreencia fue garantizada con una hipoteca 

que grava una propiedad donde enclava una estructura comercial 

radicada en el Barrio Río del municipio de Guaynabo, la cual fue 

constituida mediante la Escritura Núm. Doscientos Catorce (214) 

de Hipoteca, otorgada el 2 de diciembre de 2006, en Naguabo 

Puerto Rico, ante el Notario Público Carlos J. Correa Ramos. La 

señora Agosto alegó en la demanda que las partes suscribieron un 

contrato de prenda, debidamente suscrito ante Notario, mediante 

el cual Cofresí Real Estate entregó a la señora Agosto el aludido 

pagaré al portador. Conforme las alegaciones, la causa para dar en 

prenda el pagaré al portador, fue la compra a favor de Cofresí Real 

Estate de la propiedad comercial radicada en el Barrio Río del 

municipio de Guaynabo, por la cantidad de Trescientos Cincuenta 

Mil dólares ($350,000). El comprador se obligó a pagar el principal 

adeudado y los intereses en pagos mensuales de $3,344.78, hasta 
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el pago total y definitivo del principal, así como realizar abonos al 

principal por cantidades mínimas de $20,000, o saldar la deuda en 

su totalidad, sin penalidad alguna. La señora Agosto, a su vez, 

alegó que Cofresí Real Estate había incumplido con el pago de la 

deuda, al dejar de pagar las mensualidades vencidas, por lo que la 

acreedora había declarado vencida la totalidad de la deuda 

ascendente a $299,920.13, más la cantidad de $83,199.97 en 

intereses. 1 

En su contestación a la demanda, Cofresí Real Estate aceptó 

la mayoría de las alegaciones, y negó otras. Para rebatir que la 

deuda estaba vencida, era líquida y exigible, Cofresí Real Estate 

apuntó que había notificado a la parte demandante, que había 

ocurrido un derrumbe en la propiedad en cuestión debido al 

colapso de un muro de contención que cayó sobre la estructura de 

la iglesia construida. Entre sus defensas afirmativas, formuló que 

debido a lo anterior, el uso de la propiedad como iglesia quedaba 

limitado, por lo que debía ajustarse el precio de compra de acuerdo 

a la nueva configuración del inmueble. Además, que la parte 

demandante le respondía por vender una propiedad con vicios 

ocultos, por cuanto un perito determinó que la pared del muro de 

contención no cumplía con los reglamentos de construcción 

vigentes al momento de la compra. Es decir, planteó como defensa 

afirmativa que existía controversia sobre la cantidad reclamada en 

la demanda. Sin embargo, Cofresí Real Estate no presentó 

formalmente una reconvención. 

En lo particular, Cofresí Real Estate contrató los servicios del 

Ingeniero Gregorio Hernández para acreditar los presuntos vicios 

de construcción del muro de contención. El tribunal había 

ordenado que el informe pericial se presentara en determinada 

fecha, la cual según los escritos ante nos, vencía el 2 de mayo de 

                                                 
1 La demanda no indica la fecha en que se declaró vencida la totalidad de la 

deuda, ni cuánto acumula la deuda al descubierto, cada mes, en intereses. 
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2016. Sin embargo, Cofresí Real Estate sometió un informe 

preliminar el 5 de mayo de 2016. En la Moción sometiendo informe 

preliminar, el abogado de Cofresí Real Estate justificó la tardanza a 

que su perito tuvo que salir fuera de Puerto Rico hacia Estados 

Unidos para atender un asunto familiar y que a su regreso, su 

secretaria se enfermó, lo cual dilató la presentación del informe 

pericial. También, el tribunal atendió un escrito de la parte 

demandante intitulado Moción en relación al informe pericial y al 

término para cumplir con el descubrimiento de prueba. 

En respuesta a dicha moción y a otras presentadas por las 

partes, el tribunal el 26 de mayo de 2016 se dio por enterado, pero 

resolvió que no permitiría su presentación en el juicio debido a que 

el mismo había sido presentado fuera del término concedido. 

Asimismo, resaltó incorrectamente que el demandante, en vez de 

referirse a la parte demandada, incumplía constantemente con las 

órdenes y términos del tribunal como de las reglas procesales, 

aunque no fue específico. En su consecuencia, dio por terminado 

el descubrimiento de prueba, sin el informe pericial de la parte 

demandada. Por último, el tribunal conminó a las partes a cumplir 

con los términos dispuestos en la vista del 8 de enero de 2016, en 

cuanto a las mociones dispositivas, la presentación del Informe de 

Conferencia con Antelación al Juicio, so pena de sanciones 

económicas o desestimar o anotar la rebeldía, según corresponda. 

El 14 de junio de 2016, Cofresí Real Estate presentó 

reconsideración, la cual fue declarada No Ha Lugar, el 24 de junio 

de 2016. Dicho dictamen fue notificado el 29 de junio de 2016. 

Ante dicho revés, Cofresí Real Estate presentó este recurso 

de certiorari el 22 de julio de 2016, en el cual formuló un único 

señalamiento de error, a saber: 

Erró el TPI al denegar la inclusión del informe pericial 
preparado por el ingeniero Gregorio Hernández. 
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 A esta fecha, la parte recurrida, Carmelita Agosto Acosta, no 

ha comparecido para oponerse a los reclamos de la peticionaria. La 

Regla 37 del Reglamento del Tribunal de Apelaciones establece un 

término de diez (10) días, desde la notificación del recurso, para 

presentar su memorando en oposición a la expedición del mismo. 

La notificación a la otra parte ha sido acreditada ante nos. Por lo 

tanto, resolvemos sin el beneficio de su comparecencia. 

II 

 Como regla general, la Regla 52.1 de las de Procedimiento 

Civil establece que el Tribunal de Apelaciones solamente expedirá 

el recurso de certiorari para revisar resoluciones u órdenes 

interlocutorias dictadas al amparo de las Reglas 56 y 57, o la 

denegatoria de una moción de carácter dispositivo― desestimación 

o sentencia sumaria. Ahora bien, por excepción, el Tribunal de 

Apelaciones podrá revisar órdenes o resoluciones interlocutorias 

dictadas por el Tribunal de Primera Instancia cuando se recurra de 

decisiones sobre la admisibilidad de testigos de hechos o peritos 

esenciales, y asuntos de familia, entre otros asuntos establecidos 

en la propia regla procesal. 32 LPRA Ap. V, R. 52.1. 

 Más importante aún, es importante destacar que las 

sanciones impuestas por los foros de instancia constituyen 

determinaciones interlocutorias cobijadas por la Regla 52.1 de las 

de Procedimiento Civil. Es decir, las sanciones, tanto económicas 

como aquellas que limitan la presentación de prueba durante el 

juicio, o la anotación de rebeldía, son revisables en alzada en 

virtud de la Regla 52.1, supra. Por ello, ante la sanción impuesta 

contra la parte demandada que prohíbe o no permite la 

presentación de un informe pericial durante el juicio, estamos 

obligados a expedir el recurso de certiorari y resolver conforme a 

derecho. 
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 Ello nos obliga a examinar la doctrina elaborada por el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico sobre las sanciones a las partes 

ante el incumplimiento de las órdenes del tribunal. 

No hay duda de la autoridad inherente de los tribunales para 

imponer sanciones a las partes o los abogados que reiteradamente 

y sin causa justificada incumplen con las órdenes judiciales. 

Básicamente, podemos referirnos a las Reglas 34.3, 37.7, y 39.2 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 34.3, 37.7, y 39.2, las 

cuales identifican las circunstancias dentro del trámite del caso 

que pueden servir de justificación para la imposición de sanciones, 

el tipo de sanción disponibles al juzgador, el orden en que deben 

imponerse, y las consecuencias que conlleva para la parte litigante 

o para el abogado de dicha parte, el incumplimiento reiterado a las 

órdenes judiciales.    

Las acciones que un tribunal tiene a su disposición ante la 

negativa de una parte a descubrir lo solicitado de conformidad a la 

Regla 34.3, supra, son: (1) considerar probados determinados 

hechos a los efectos del pleito; (2) impedir que la parte que 

incumple pueda oponerse o plantear determinadas reclamaciones 

o defensas, así como, prohibirle la presentación de determinada 

materia en evidencia; (3) eliminar las alegaciones o parte de las 

mismas, o suspender los procedimientos ulteriores en el caso 

hasta que la parte cumpla, o desestimar el pleito, o finalmente, 

dictar una sentencia en rebeldía contra la parte que esté en 

incumplimiento; (4) encontrar incurso en desacato a la parte que 

incumple; (5) imponer una sanción económica a la parte o a los 

abogados, y finalmente; (6) imponerle el pago del importe de los 

gastos incurridos, que incluye los honorarios de abogado. 

Las normas procesales no establecen un orden de prelación 

que obliguen al tribunal a imponer unas sanciones en primera 

instancia frente a otros tipos de sanción.  Es un catálogo de 



 
 

 
KLCE201601377    

 

7 

sanciones que deben utilizarse de acuerdo a las circunstancias de 

cada caso.  

De otra parte la Regla 37.7 de las de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 37.7,  establece otro tipo de sanciones ante otro 

tipo de circunstancias, lo siguiente: 

 Regla 37.7.   Sanciones 

Si una parte o su abogado o abogada incumple 
con los términos y señalamientos de esta regla, o 

incumple cualquier orden del tribunal para el manejo 
del caso sin que medie justa causa, el tribunal 

impondrá a la parte o su abogado o abogada la sanción 
económica que corresponda. 
  

(Subrayado nuestro). 
 
Por su parte, la Regla 39.2(a) de Procedimiento Civil, 32 

LPRA Ap. V, R. 39.2(a), permite al tribunal, motu proprio o a 

petición de parte, decretar la desestimación de un pleito o de 

cualquier reclamación si el demandante dejare de cumplir con las 

reglas de procedimiento civil o con cualquier orden del 

tribunal.  La Regla 39.2(a), supra, establece lo siguiente: 

Regla 39.2.  Desestimación   

(a) Si el demandante dejare de cumplir con estas reglas o 
con cualquier orden del tribunal, el tribunal a  iniciativa 
propia o a solicitud de la parte demandada, podrá decretar 
la desestimación del pleito o de cualquier reclamación 
contra ésta o la eliminación de las alegaciones, según 
corresponda. 

  
Este inciso de la Regla 39.2 sirve de base jurídica para la 

sanción que el tribunal le puede imponer a cualquier demandante 

que no cumpla con una orden. En Fernández Sánchez v. 

Fernández Rodríguez, 120 DPR 422, 425 (1988), se establece que:   

 
Nadie cuestiona el poder de un tribunal para 

desestimar, como sanción  la causa de acción de un 
reclamante ante el reiterado incumplimiento de parte de 
éste con las órdenes y directrices del tribunal. Tampoco 
puede cuestionarse, sin embargo, el hecho de que dicho 
poder debe ser ejercitado en una forma sumamente 
juiciosa, esto es únicamente en casos extremos. Ello es 
así por cuanto la desestimación de una causa de acción 
priva al ciudadano de la función  judicial de adjudicación 
la cual forma parte de nuestra estructura constitucional; 
al privarlo de su día en corte, se le niega  la oportunidad 
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de hacer valer en los méritos la legitimidad de su derecho 
a reclamar justicia para él y los suyos. 

   

(Subrayado nuestro). 
  

Aunque la Regla 39.2(a), supra, permite que un tribunal, en 

el ejercicio de su discreción, desestime un pleito si el demandante 

no cumple con cualquier orden del tribunal o con las disposiciones 

de las reglas de procedimiento civil, la desestimación es una 

sanción drástica que sólo debe ser impuesta en casos tan extremos 

que no haya duda de la irresponsabilidad y contumacia de la parte 

contra quien es aplicada la sanción.  Garriga Gordils v. Maldonado 

Colón, 109 DPR 817, 822 (1980); Acevedo v. Cía Telefónica de P.R., 

102 DPR 787, 791 (1974).  

En Dávila v. Hospital San Miguel, Inc., 117 DPR 807, 815 

(1986), se avala la desestimación del caso como sanción por 

incumplimiento a las órdenes del tribunal, pero luego del 

apercibimiento a la parte de que el incumplimiento llevaría, como 

sanción, la desestimación del caso. Sólo cuando otras sanciones 

han sido inefectivas es que procede el desestimar un pleito como 

sanción.  Dávila v. Hosp. San Miguel, Inc., supra, pág. 814; Arce v. 

Club Gallístico de San Juan, 105 DPR 305, 307-308 (1976); Cuevas 

Segarra, Práctica Procesal Puertorriqueña: Procedimiento Civil, San 

Juan, Publicaciones JTS, 1985, pág. 205. 

El caso  Dávila v. Hosp. San Miguel, Inc., supra, establece las 

bases ante una situación de total inactividad por espacio de cinco 

años y medio, y expresamente nuestro Tribunal Supremo expone a 

la pág. 814:   

Hemos resuelto que cuando un tribunal determina que 
una situación creada por un abogado amerita la 
imposición de sanciones, antes de privar a una parte de 
su día en corte, se deben imponer las mismas a éste 
como primera alternativa, Maldonado v. Srio. de Rec. 
Naturales, 113 D.P.R. 494 (1982).  El fundamento para 
no imponer sanciones drásticas al cliente es que de 
‘ordinario la parte que ejercita su derecho en corte no 
está informada de los trámites rutinarios’.  Ramírez de 
Arellano v. Srio. de Hacienda, 85 D.P.R. 823, 830 
(1962).  Esta no es la situación en el caso de autos.  Al 
demandante se le informó en varias ocasiones de los 
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procedimientos y sus consecuencias, y se le apercibió, 
también en más de una ocasión, de las sanciones que 
acarrearía su falta de incumplimiento y diligencia.   

 
(Subrayado nuestro). 

  
Es decir, la posible sanción debe ir dirigida inicialmente a la 

representación legal de la parte acompañada de los 

apercibimientos sobre las consecuencias que implicaría el 

incumplimiento con la orden del tribunal. De continuar el 

incumplimiento, entonces la parte debe ser informada y apercibida 

de las posibles consecuencias y sanciones  aplicables.   

Además, debe tenerse en cuenta que aunque ciertamente el 

foro de instancia goza de discreción en cuanto a la medida a tomar 

por el incumplimiento de sus órdenes, las medidas o sanciones 

extremas análogas a la desestimación de la causa de acción que 

privan a la parte de un debido proceso de ley sólo deben ser 

usadas en circunstancias excepcionales. A estos efectos el Tribunal 

Supremo ha establecido que sanciones tan drásticas no son 

favorecidas judicialmente y sólo se justifican en casos en los cuales 

la conducta de la parte sancionada ha sido contumaz, de mala 

fe o intencional; es decir, cuando no existe duda de la 

irresponsabilidad o contumacia de la parte a quien se 

sanciona.  Valentín v. Mun. de Añasco, 145 DPR 887, 885-886 

(1998).  También, la sanción impuesta debe aquilatarse tomando 

en consideración la constancia o firmeza del tribunal en hacer 

valer sus propias advertencias.  Un historial de advertencias no 

ejercidas oportunamente por el tribunal durante el encauzamiento 

de un caso crea un ambiente de laxitud y un convencimiento entre 

las partes o los abogados de que las mismas son inconsecuentes.   

El ejercicio de la discreción judicial al momento de imponer 

sanciones  requiere un balance delicado y difícil entre la obligación 

de los tribunales de velar porque los casos sean ventilados sin 

demora y el derecho de toda parte a tener su día en corte.  Amaro 
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González v. First Fed. Savs., 132 DPR 1042, 1051 (1993).  Cuando 

estos dos principios fundamentales de nuestro ordenamiento 

procesal civil son contrapuestos, los tribunales deben inclinar la 

balanza a favor del derecho de todo litigante a que sus alegaciones 

sean ventiladas en sus méritos ya que, la razón de ser de nuestro 

ordenamiento procesal y de nuestro esquema adjudicativo es hacer 

justicia cumplida y un elemento sine qua non de este empeño es el 

derecho de toda parte a tener su día en corte.  Ortiz Rivera v. 

Agostini, 92 DPR 187, 193 (1965).     

En resumen, el tribunal viene obligado a apercibir al 

abogado o a la parte sobre las sanciones que acarrea todo 

incumplimiento.  De esta manera, las advertencias constituyen un 

disuasivo al incumplimiento, y así, la parte queda advertida de las 

consecuencias específicas que conlleva incumplir con la orden 

judicial.  Todo apercibimiento debe ser claro y específico.  Además, 

la notificación adecuada a la parte y al abogado de la orden o 

resolución judicial sobre las consecuencias que podría conllevar el 

incumplimiento son aspectos a considerar cuando se evalúa la 

razonabilidad de la sanción impuesta frente al derecho de la parte 

al debido proceso de ley y a tener su día en corte.  Más importante 

resulta el hecho de que la jurisprudencia ha establecido que 

sanciones  drásticas no son favorecidas judicialmente y sólo se 

justifican en casos en los cuales la conducta de la parte 

sancionada ha sido contumaz, de mala fe o intencional; es decir, 

cuando no exista duda de la irresponsabilidad o contumacia de la 

parte a quien se sanciona.  Valentín v. Mun. de Añasco, supra.   

Por otra parte, en nuestro ordenamiento jurídico se favorece 

el que los casos se ventilen en sus méritos.  Rivera et al. v. Superior 

Pkg., Inc. et al, 132 DPR 115, 124 (1992). Sin embargo, esto no 

significa que una parte adquiera el derecho a que su caso tenga 

vida eterna en los tribunales manteniendo a la otra parte en un 
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estado de incertidumbre, sin más excusa para su falta de 

diligencia e interés en la tramitación del mismo que una escueta 

referencia a circunstancias especiales.  Dávila v. Hospital San 

Miguel, Inc., supra.  Es por ello que la Regla 39.2(b) de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 39.2(b), provee para la 

desestimación de una acción civil pendiente en la que no se 

hubiera efectuado trámite alguno por las partes durante un 

término de seis (6) meses. 

Como hemos expresado, la desestimación de un caso o 

impedir que la parte en cuestión presente prueba esencial a su 

favor durante el juicio, como sanción, debe prevalecer únicamente 

en situaciones extremas en las cuales haya quedado demostrado 

de manera clara e inequívoca la desatención y el abandono total de 

la parte con interés ante el foro de instancia, y que el 

incumplimiento a las órdenes judiciales haya sido intencional, de 

mala fe y contumaz. 

III 

 El alegato de la parte peticionaria es uno escueto. Sin 

embargo, logra plantear con un mínimo de esfuerzo y claridad que 

la presentación del informe pericial se dilató sólo por tres (3) días 

de la fecha límite establecida por el tribunal; que hubo, a su juicio, 

una causa justificada para la tardanza, sin que la otra parte se 

afectara notablemente; que el documento y la opinión pericial del 

ingeniero Gregorio Hernández son esenciales para probar sus 

alegaciones sobre los vicios de construcción y que su eliminación 

lo dejaría en un estado de indefensión frente a la parte 

demandante. 

 Como podemos apreciar, la eliminación del informe pericial 

del ingeniero Gregorio Hernández y por ende, la imposibilidad de 

presentar al perito en juicio para escuchar su testimonio sobre los 

presuntos vicios de construcción que surgen de la inspección de la 
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propiedad, de tal suerte que pueda ser contrainterrogado por la 

demandante, se dictaminó como una sanción por la presentación 

tardía del escrito. Aunque el foro recurrido hace alusión a que la 

parte demandada no cumple con las órdenes del tribunal, no 

hemos podido identificar las medidas previas tomadas por este 

para hacer cumplir las mismas. Tampoco sabemos cuáles órdenes 

ha incumplido, ni si existe un patrón reiterado, por cuanto nada 

detalla el Juzgador en su orden. Es decir, la sanción se tomó como 

primera medida para castigar a la parte demandada por su 

tardanza en la presentación del informe pericial. No hubo 

apercibimiento claro y específico al abogado, ni a la parte. Además, 

no se cumplió con los requisitos establecidos por la jurisprudencia 

interpretativa de imponer medidas progresivas para conminar el 

cumplimiento a las órdenes judiciales en un contexto de total 

ausencia de desobediencia intencional, de mala fe y contumaz. 

IV 

 Por las razones antes expresadas, se expide el recurso de 

certiorari y se revoca la Orden del 26 de mayo de 2016, de tal 

suerte que se permita la presentación del informe pericial del 

ingeniero Gregorio Hernández y su testimonio durante el juicio en 

su fondo. 

Notifíquese inmediatamente por correo electrónico, y 

luego por la vía ordinaria. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


